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Fernán Camilo Valencia López




Pereira, catorce de agosto de dos mil nueve 



Acta  Nº 393.
Procede la Sala a decidir la impugnación que Jorge Eliécer López Rivera interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 1 de julio pasado, en esta acción de tutela que promovió en contra del señor C.T. Oscar Yovanny Achicanoy Yanguatin, en su calidad de Comandante de la Estación de Policía de Dosquebradas, en procura de protección para su derecho constitucional fundamental de petición. 




ANTECEDENTES

Indicó el accionante que el 5 de mayo pasado un integrante de la Policía Nacional, por no tener el certificado ambiental de su motocicleta, le retuvo, sin su aquiescencia, el documento de identidad, lo interrogó y “usó dicha información para dar inicio a un proceso disciplinario en mi contra en el” Colegio Salesiano San Juan Bosco de Dosquebradas; que el 11 de mayo mediante derecho de petición solicitó al accionado copia de documentos que necesita para denunciar disciplinariamente a “algunos agentes de policía” por abuso de autoridad y que el 27 de mayo recibió por parte del Capitán Achicanoy Yanguatin contestación que considera desconoce su derecho de petición por no dar respuesta clara a las peticiones 2, 3 y 4. Como pretensiones pidió ordenar que: “La entidad accionada deberá responder sin evasivas y acorde con lo solicitado” y que “en caso que dichos documentos no existan favor acreditar su inexistencia”. 
Por auto de 16 de junio pasado se admitió la demanda y ordenó correr traslado al demandado. El Comandante de la Estación de Policía de Dosquebradas explicó que el citado derecho de petición fue respondido mediante oficio ‘0586 EDSQS-DERIS” el 27 de mayo de 2009, del cual anexó copia. 
El Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas mediante sentencia dictada en la fecha referida al inicio de la providencia negó la acción de tutela por considerar que la respuesta criticada por el demandante fue suficiente. Decisión que en término y con insistencia de los argumentos expuestos en la demanda, fue impugnada
CONSIDERACIONES

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional, “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. (...)  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de otros derechos constitucionales y su núcleo esencial reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad correspondiente si ésta no estuviera obligada a resolver lo impetrado. En ese sentido se ha reiterado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional en sentencia ST-327 del 4 de abril de 2005:

“El derecho de petición permite, no sólo la posibilidad de presentar peticiones respetuosas, sino también que el ejercicio de tal derecho implica la facultad de exigir de la autoridad a quien le fue formulada dicha petición, la expedición de una respuesta de manera oportuna y que resuelva de fondo el asunto sometido a su consideración.

“En este sentido, la respuesta a una petición, deberá cumplir con los siguientes requisitos:

“a. Debe ser oportuna, esto es, resolverse dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico, que en todo caso debe ser un plazo razonable.

“b. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado, por esta razón las respuestas evasivas constituyen prueba de la violación del derecho de petición.

“c. Debe ser puesta en conocimiento del peticionario, puesto que de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta se reserva para sí el sentido de lo decidido.” 

De tal manera que si no se cumplen estos requisitos se incurre en vulneración del derecho fundamental de petición, el que no se avista quebrantado en ninguna forma por parte del accionado. Según puede verse el señor López Rivera se duele de que el Comandante de la Estación de Policía de Dosquebradas no le hubiera enviado, tal como lo requirió, copia de leyes mediante las cuales la Policía Nacional instaura el conducto regular y el debido proceso para “iniciar procesos disciplinarios en contra de particulares que trabajan en entidades privadas”; “interrogar ciudadanos, sin previa orden de arresto, ni advertirme de la posibilidad de asesoría de un abogado, y utilizar la información obtenida en quejas disciplinarias” y “para incautar y retener documentos como tarjetas de propiedad de vehículos y documentos de identidad”; en efecto, la respuesta a la solicitud elevada por quien demanda el 11 de mayo de 2009, fue aportada al proceso por las partes, de la cual se deduce con claridad que el oficial explicó, con sustentó normativo, el procedimiento llevado a cabo con la motocicleta del actor, porque había sido retenida y la suerte de sus documentos. No obstante, el demandante insiste en que deben serle suministradas copias de algunas leyes en caso de existir, las que anota la Sala, son de público conocimiento, fácil acceso y según los principios generales del derecho se presumen por todos conocidas. Además, el esencial sustrato del derecho de petición radica en la obtención satisfactoria de súplicas concretas y posibles sobre los aspectos involucrados en su ejercicio y no pueden estar dirigidas como aquí a propiciar las respuestas que según juicio del demandante sean las llamadas a colmar sus aspiraciones o a forzar las que el demandado no está en capacidad de dar, pues a decir verdad el señor López Rivera fuera de partir de apreciaciones subjetivas, pretende que con el otorgamiento de la contestación en los términos pedidos, implícitamente se afirmen, como el hecho de que por parte de integrantes de la Policía Nacional fue sometido a un interrogatorio sin la presencia de abogado y la manifestación equivocada como bien lo dedujo el juez de instancia de que a solicitud de la Policía se le inició un proceso disciplinario en una entidad privada. 

Por lo anteriormente expuesto, esta Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en este proceso adelantado por Jorge Eliécer López Rivera en contra del Capitán Oscar Yovanny Achicanoy Yanguatin, en su calidad de Comandante de la Estación de Policía de Dosquebradas. 

Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.




Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos
 Gonzalo Flórez Moreno
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